       REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.jpg]



TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


             EXPED. T-2a. 66170-31-03-001-2018-00005-01
___________________________________________________________________________________________________

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Civil Familia Unitaria  
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, Risaralda, dos (2) de mayo de dos mil dieciocho (2018)

Referencia: Expediente 66170-31-03-001-2018-00005-01
I. Asunto

Correspondería al Tribunal decidir la impugnación interpuesta frente al fallo proferido el 6 de febrero de 2018, por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela interpuesta por la señora LUZMARI MARÍN AGUIRRE, en nombre propio y en representación de los menores de edad MIGUEL ÁNGEL y ÁNGEL MATEO PULGARÍN MARÍN, contra la SECRETARIA DE GOBIERNO - AUTORIDAD ESPECIAL DE POLICÍA DE DOSQUEBRADAS, a la que se vinculó a LEIDY JOHANA PULGARIN, FLOR MARIA GONZALEZ, MARIA CONSUELO RAMIREZ y WITER GONZALEZ TOBON, y los JUZGADOS PRIMERO y SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, si no fuera porque en primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8 del artículo 133 del CGP, que afecta la actuación cumplida hasta este momento, como pasa a verse:
II. Antecedentes
1.
La acción de amparo fue promovida a fin de obtener la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, dignidad y vivienda digna, que se consideran vulnerados por la entidad accionada.
2. El a quo asumió el conocimiento del amparo y por auto del 26 de enero de 2018 admitió la demanda en contra de la accionada, vinculó a quienes estimó pertinente, ordenó su notificación y traslado, se decretó una inspección judicial al proceso de liquidación de comunidad adelantado en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, radicado bajo el número 2014-00161 y se decretó la medida provisional solicitada. (fl. 37 Cd. Ppal.).
3. El 6 de febrero pasado, se profirió sentencia en la que se “negó por improcedente” el amparo de tutela.
4. Decisión impugnada por la accionante y remitida a este Tribunal para desatar la segunda instancia.
III. Consideraciones
1. De conformidad con el Decreto 306 de 1992, artículo 4º, en los aspectos no regulados debe acudirse al Código General del Proceso, que en esta materia consagra en su artículo 133, numeral 8
, la falta de notificación al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado, genera una causal de nulidad procesal.

2. Así las cosas, atendiendo el precedente señalado por el superior de esta Sala
:

“Revisado el trámite de la primera instancia, se observa que al Defensor de Familia y a la Procuraduría para Asuntos de Familia adscritos al despacho accionado, no fueron notificados de su inicio, a pesar de que el fallo a adoptarse puede repercutir en los intereses de dos menores de edad; sobre el particular, el numeral 11 del artículo 82 del Código de la Infancia y la Adolescencia, establece como imperativa la intervención del Defensor de Familia en los procesos en los que se discuten derechos de estos (niños, niñas y adolescentes), sin perjuicio de la actuación del Ministerio Público y de la representación judicial a que haya lugar.

Al respecto, en un asunto de similares contornos la Sala puntualizó que la citación de los aludidos funcionarios para que intervinieran en la tutela como garantía de la protección de los derechos de tres menores, guardaba armonía con las siguientes normas de la Ley 1098 de 2006:

«artículo 82 numeral 11 ‘Funciones del Defensor de Familia…11. Promover los procesos o trámites judiciales a que haya lugar en defensa de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes, e intervenir en los procesos en que se discutan derechos de estos, sin perjuicio de la actuación del Ministerio Público y de la representación judicial a que haya lugar’, artículo 95, parágrafo, inciso 2º ‘Los procuradores judiciales de familia obrarán en todos los procesos judiciales y administrativos, en defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y podrán impugnar las decisiones que se adopten’ y artículo 211 ‘La Procuraduría General de la Nación ejercerá las funciones asignadas en esta ley anterior por intermedio de la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la familia, que a partir de esta ley se denominará la Procuraduría Delegada para la defensa de los derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, la cual a través de las procuradurías judiciales ejercerá las funciones de vigilancia superior, de prevención, control de gestión y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales tal como lo establece la Constitución Política y la ley» (Proveído de 11 de julio de 2012, exp. 2012-00205-01, reiterado entre otros en ATC5617-2014, ATC7161-2015, ATC3274-2016 y ATC903-2017).”
3. Hecha la revisión pertinente de la actuación, se advierte que, no se vinculó a la acción de amparo al Defensor de Familia, ni al Procurador para Asuntos de Familia o Agente del Ministerio Público, adscritos al juzgado de primera sede, para que intervinieran en la tutela como garantes de la protección de los derechos de los menores involucrados. 

4. La circunstancia que viene de advertirse, genera la nulidad de todo lo actuado a partir del fallo que se revisa, inclusive, para que el juez de instancia proceda a efectuar en debida forma la notificación del auto admisorio de la demanda de tutela al Defensor de Familia y al Procurador para Asuntos de Familia o Agente del Ministerio Público, adscritos a ese despacho, sin perjuicio de la validez de las pruebas recaudadas en los términos del inciso 2º del artículo 138 de la Ley de Enjuiciamiento Civil vigente.

5. Se aclara que, no se dará aplicación a lo previsto en el artículo 137 del CGP, por cuanto que contraría los principios de celeridad y eficacia de la acción de tutela, los cuales obligadamente, ya se encuentran comprometidos con la nulidad que aquí se decreta, conforme así lo ha resuelto la Corte Suprema de Justicia.

6. En consecuencia, se ordenará devolver el expediente al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, para que adelante nuevamente la actuación que por esta vía se invalida.

IV. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia Unitaria del Tribunal Superior de Pereira,  

RESUELVE:

Primero: DECLARAR la nulidad de todo lo actuado en el amparo arriba referido, a partir del fallo que se revisa, inclusive, para que el juez de instancia proceda a efectuar en debida forma la notificación del auto admisorio de la demanda de tutela al Defensor de Familia y al Procurador para Asuntos de Familia o Agente del Ministerio Público, adscritos a ese despacho, sin perjuicio de la validez de las pruebas recaudadas en los términos del inciso 2º del artículo 138 del CGP.
Segundo: Devuélvase el expediente al juzgado de origen, para que se cumpla lo ordenado. 

Tercero: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. del Decreto 306 de 1992). 
Notifíquese
El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.


� Sala de Casación Civil, Corte Suprema de Justicia, Auto ATC2785-2017 del 3-5-2017; MP: Álvaro Fernando García Restrepo, expediente radicado al No. 17001-22-13-000-2017-00014-01.
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